






PROYECTO DE LEY

Artículo 1º.- Sustitúyese el artículo 6º de la Ley Nº 4.895, por el siguiente texto:

“Artículo 6º.- Sujetos Comprendidos.- Quedan comprendidos dentro de las disposiciones del presente capítulo:

a. El Jefe/a y Vice-Jefe/a de Gobierno, los Ministros, Secretarios, Subsecretarios, Directores Generales o equivalentes del Poder Ejecutivo y los titulares de los entes descentralizados;

b. Los Diputados/as de la Ciudad, Secretarios/as, Subsecretarios/as y Directores Generales de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires;

c. Los miembros del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Magistratura, el Fiscal General, el Defensor General, el Asesor General de Incapaces, los Camaristas, Jueces, Fiscales y Defensores; y los adjuntos, Secretarios y Prosecretarios de todos los organismos mencionados o cargos equivalentes;

d. Los miembros de las Juntas Comunales;

e. El Síndico General, el Procurador General y sus adjuntos, los Directores Generales de la Procuración, los miembros de la Auditoría General de la Ciudad, el Defensor del Pueblo y sus adjuntos, como así también el personal con categoría no inferior a director o equivalente del personal de dichos organismos;

f. Los Directores, el Síndico, el Gerente General y Subgerente General del Banco de la Ciudad de Buenos Aires;

g. Toda persona que integre comisiones de evaluación de ofertas o de adjudicación en licitaciones públicas o privadas de compra o contratación de bienes o servicios en que intervenga la Ciudad;

h. Las personas que integren los organismos de control, con categoría no inferior a la de Director General;

i. Los directivos, síndicos e integrantes de los directorios de los organismos descentralizados, entidades autárquicas, organismos de seguridad social, las empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones, donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias; y

j. Todos los recursos humanos de la Policía Metropolitana y de la Policía Federal Argentina, transferidos a la Ciudad en virtud del Convenio de Transferencia Progresiva a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de Facultades y Funciones de Seguridad en todas las Materias no Federales Ejercidas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, suscripto con fecha 5 de enero de 2016, registrado bajo el N° 1/16, aprobado por la Legislatura como Resolución Nº 298/LCABA/2015, BOCBA N° 4.807 del 25/01/2016.”
Artículo 2º.- Incorpórese como artículo 23 bis de la Ley Nº 4.895, el siguiente texto:

“Artículo 23 bis. - Autoridad de Aplicación en el ámbito de la Policía Metropolitana y de la Policía Federal Argentina, según el Convenio N° 1/16, aprobado por la Legislatura como Resolución Nº 298/LCABA/2015, BOCBA N° 4.807. El Ministerio de Justicia y Seguridad deberá designar la Autoridad de Aplicación que ejerza las competencias de la presente Ley, en relación a todos los recursos humanos de la Policía Metropolitana y de la Policía Federal Argentina, según Convenio N° 1/16, aprobado por la Legislatura como Resolución Nº 298/LCABA/2015, BOCBA N° 4.807.

Artículo 3º.- Sustitúyese el artículo 6º de la Ley Nº 2.947 y modificatoria, por el siguiente texto:

“Artículo 6º.- Son deberes esenciales para el personal de la Policía Metropolitana y de la Policía Federal Argentina, según lo dispuesto en el Convenio N° 1/16, aprobado por la Legislatura como Resolución Nº 298/LCABA/2015, BOCBA N° 4.807:
a. Desempeñar su función de acuerdo con las leyes y reglamentaciones vigentes.

b. Prestar eficientemente el servicio policial en las condiciones de tiempo, forma, lugar y modalidad determinados por la autoridad competente.

c. Obedecer toda disposición u orden emanada del superior jerárquico competente, que reúna las formalidades del caso y tenga por objeto la realización de actos de servicio, con los límites establecidos en la Ley de Seguridad Pública

d. Aceptar el grado, distinciones o títulos concedidos por autoridad competente y de acuerdo con las disposiciones vigentes.

e. Ejercer las facultades de mando y disciplinarias que para el grado y cargo establece la reglamentación correspondiente.

f. Presentar una declaración jurada patrimonial integral dentro de los sesenta (60) días hábiles desde su incorporación o la desde la asunción de sus cargos, en los términos del artículo 56 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin importar la duración de sus funciones. Asimismo, deberán actualizar anualmente la información contenida en dicha declaración jurada al 31 de diciembre de cada año anterior y antes del 1º de julio de cada año en curso y presentar una última declaración, dentro de los sesenta (60) días hábiles desde la fecha de cesación en el cargo. Es de aplicación lo establecido en la Ley Nº 4.895.
g. Desempeñar los cargos, funciones y comisiones del servicio, ordenado por la superioridad y/o autoridad competente.

h. Asistir a las actividades de capacitación, actualización, entrenamiento y/o especialización que establezca el Plan de Educación Institucional.

i. Guardar secreto, aún después del retiro o baja de la Institución en todo cuanto se relacione con los asuntos del servicio que por su naturaleza, o en virtud de disposiciones especiales, impongan esa conducta, salvo requerimiento judicial.

j. En caso de baja voluntaria, seguir desempeñando las funciones correspondientes, hasta el término de treinta (30) días, si antes no fuera reemplazado o aceptada su dimisión.

k. Someterse a la realización de los estudios y exámenes psicofísicos establecidos en la reglamentación correspondiente.

l. Cuidar y mantener en buen estado de uso y aprovechamiento los bienes provistos para el desempeño de la labor policial.

m. Cumplir con el régimen disciplinario previsto en la presente ley y su reglamentación, cualesquiera fuere su situación de revista.

n. Peticionar y realizar las tramitaciones pertinentes siguiendo la vía jerárquica correspondiente.

o. Comparecer en las actuaciones o sumarios administrativos en carácter de testigo.”

Artículo 4º.- Incorpórese como Cláusula Transitoria Tercera de la Ley Nº 2.947 y modificatoria, el siguiente texto:

“Cláusula Transitoria Tercera:
El Ministerio de Justicia y Seguridad arbitrará las medidas correspondientes para la presentación de las declaraciones juradas patrimoniales integrales de los recursos humanos de Policía Federal Argentina, que fueron transferidos a la Ciudad en virtud del Convenio de Transferencia Progresiva a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de Facultades y Funciones de Seguridad en todas las Materias no Federales Ejercidas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, suscripto con fecha 5 de enero de 2016, registrado bajo el N° 1/16, aprobado por la Legislatura como Resolución Nº 298/LCABA/2015, BOCBA N° 4.807 del 25/01/2016.”
Artículo 5º.- Los recursos humanos comprendidos por el presente régimen y que se encontraren en funciones deberán cumplir con la presentación de su Declaración Jurada Patrimonial Integral dentro de los ciento ochenta (180) días siguientes a la publicación.
Artículo 6º.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley dentro de los noventa (90) días de su publicación.

Artículo 7º.- El Poder Ejecutivo designará la Autoridad de Aplicación de la presente Ley dentro de los ciento veinte (120) días de su publicación.

Artículo 8º.- El Poder Ejecutivo realizará las modificaciones presupuestarias correspondientes para la implementación de la presente Ley.

Artículo 9º.- Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS
Señor Presidente: 




La ética y la transparencia en la función pública constituyen un plexo axiológico que tiene su raíz en los principios que fundamentan el sistema republicano y democrático de gobierno.
 



En este marco entendemos a la ética pública no sólo como la lucha contra la corrupción sino como un contrato moral que compromete a todos los habitantes a erradicar las prácticas que erosionan la democracia, la justicia y quitan a los ciudadanos no sólo sus derechos, sino su autonomía y su dignidad. 

 



Creemos en una república entendida no solamente como movimiento abstracto de los mecanismos institucionales, sino como garantía de poderes estatales responsables ante los ciudadanos y de una democracia sustantiva, basada en la representación y la participación.
 



Es dable destacar, que en el año 1994 se incorporó a la Constitución Nacional el artículo 36°, que dispone: “El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.” 
 



La Ley Nº 24.759, que aprueba la Convección Interamericana contra la Corrupción
, establece normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas, sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas, sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas, sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado, que impidan la corrupción, órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas, entre otras.

 



En tanto, la Ley Nº 26.097, que incorpora a nuestra legislación la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
, tiene como finalidad: promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la corrupción, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia técnica en la prevención y la lucha contra la corrupción, incluida la recuperación de activos y promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes públicos.
 



Además, el Congreso de la Nación la Ley Nº 25.319, aprobó la Convención sobre la Lucha contra el Cohecho de Funcionarios Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales.
 



Por su parte, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su artículo 56 establece: “Los funcionarios de la Administración Pública de la Ciudad, de sus entes autárquicos y descentralizados, son responsables por los daños que ocasionan y por los actos u omisiones en que incurrieran excediéndose en sus facultades legales. Deben presentar una declaración jurada de bienes al momento de asumir el cargo y al tiempo de cesar.” 

 



Particularmente, el artículo 57, de la Ley Fundamental porteña, afirma: “Nadie puede ser designado en la función pública cuando se encuentra procesado por un delito doloso en perjuicio de la Administración Pública. El funcionario que fuese condenado por sentencia firme por delito contra la administración, será separado sin más trámite.”   
 



Humberto Quiroga Lavie
 comentando el artículo 56º de la Constitución de la Ciudad, señala: “La norma concluye con la indicación de que los funcionarios deberán presentar un declaración jurada de bienes al momento de asumir el cargo y al tiempo de cesar. También pensamos que esta obligación debe ser general. El enriquecimiento ilícito de un empleado subalterno no es menos grave para la ética pública que la de los funcionarios que ocupan cargos directivos.”   
 



A nivel nacional, la Ley N° 25.188, de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, establece un conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades para los funcionarios públicos nacionales y crea en el ámbito del Congreso de la Nación la Comisión Nacional de Ética Pública, como un órgano independiente, con autonomía funcional.
 



En este marco, no se puede dejar de mencionar la citada Convención Interamericana contra la Corrupción, que es el primer instrumento internacional mediante el cual los Estados de América definen objetivos y adoptan obligaciones, no sólo desde el punto de vista político sino también jurídico, en la lucha contra la corrupción. Esta norma internacional recomiendo a los Estados parte el dictado de normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de la función pública, basado en la idea rectora de que el fin de la función pública es la realización del bien común y orientado principalmente a la educación ética y a la prevención de conductas disfuncionales que pudieran facilitar la realización de actos impropios.


La Ciudad de Buenos Aires mediante la sanción de la Ley Nº 4.895 aprobó la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, la cual fue reglamentada por el Decreto Nº. 435/2014. 

 



En este proyecto proponemos modificar la Ley Nº 4.895, de Ética Pública, incorporando como sujetos comprendidos en la presentación de declaraciones juradas patrimoniales integrales a todos los recursos humanos de la Policía Metropolitana y de la Policía Federal Argentina transferidos a la Ciudad de Buenos Aires mediante el Convenio Nº 1/2016.

 



Además, se propone la creación de una Autoridad de Aplicación especial dentro de la órbita del Ministerio de Justicia y Seguridad de la Ciudad a efectos de canalizar las presentaciones y realizar un seguimiento pormenorizado en los términos de la Ley Nº 4.895, teniendo en cuenta que en la actualidad son más de 25.000 policías.





Por todo lo expuesto solicito la sanción de la presente Ley.
� Ley Nº 24.759, Convección Interamericana contra la Corrupción, firmada en la Tercera Sesión Plenaria de la Organización de los Estados Americanos,   celebrada en Caracas, Venezuela el 29 de marzo de 1996.


� Ley Nº 26.097, Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, adoptada en Nueva York, Estados Unidos de América, el 31 de octubre de 2003.


� Quiroga Lavie, Humberto, La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ed. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1996, pág. 161.
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